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“Il faut penser l’impossible pour saisir
tout le champ du possible”.

HENRI LEFEBVRE

1. INTRODUCCIÓN

Desde que HENRI LEFEBVRE, filósofo y sociólogo francés, acuñó a fi-
nes del decenio del sesenta el concepto del “derecho a la ciudad”, este
ha inspirado una renovada discusión teórica y diversas formas de acción
sociopolítica, inicialmente en Latinoamériaca y más recientemente en
muchas otras regiones y contextos.  Este concepto, por lo general, se ha
entendido con una perspectiva filosófica y política combinada, que brinda
la esencia para la formulación tanto de un discurso general sobre los dere-
chos y la justicia social como para un enfoque más específico del desa-
rrollo urbano, basado en los derechos.  Sin embargo, se ha prestado muy
poca atención a la naturaleza legal y las implicaciones de ese concepto.
En realidad, ¿que significa exactamente el “derecho” a la ciudad en tér-
minos legales y que implica? Son estas preguntas importantes —en tér-
minos legales y teóricos y sociopolíticos—, en especial en la situación
actual de las políticas urbanas, en la que países como Brasil han incor-
porado ya formalmente la noción del “derecho a la ciudad” en sus siste-
mas legales nacionales, en forma explícita o parcial, y en la que existe
una creciente movilización internacional que busca lograr en un futuro
cercano una “Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad” aprobada por
la ONU.
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Este trabajo tiene por objetivo discutir los aspectos principales de este
proceso de construcción legal del “derecho a la ciudad” en Brasil.  Tras
una breve discusión sobre la contribución siempre inspiradora de LEFEB-
VRE al debate sobre las políticas urbanas, el trabajo proveerá un análisis
general del papel central que desempeña el orden legal en la determina-
ción del patrón exclusivista del desarrollo urbano en Brasil y la función
que un orden legal redefinido puede tener en los procesos de reforma
urbana, inclusión socioespacial y desarrollo sostenible.  Se pondrá es-
pecial acento en las principales dimensiones e implicaciones del Estatu-
to de la Ciudad de 2001, el marco legal principal que rige el desarrollo
y la gestión urbanos en el país, que explícitamente reconoce el “derecho
a la ciudad” como un derecho colectivo, para continuar con una intro-
ducción a la “Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad” propuesta.  A
manera de breve conclusión, se argumentará que si bien se ha avanzado
mucho en la concreción real del “derecho a la ciudad” en Brasil, todavía
existen graves problemas y obstáculos que superar y, como resultado, se
necesita una renovada movilización sociopolítica en el país para la com-
pleta adopción del nuevo orden urbano-legal.

El caso brasileño merece mayor difusión internacional, no solo por-
que proporciona bases sólidas para un mayor desarrollo del derecho
internacional en el área del derecho urbano, sino también porque brinda
elementos firmes para viabilizar el desarrollo de una teoría lefebvriana
de los derechos en la que el “derecho a la ciudad” se entienda no solo como
un valor sociopolítico o filosófico, sino también como un derecho legal.

A) El proceso brasileño

Como resultado de un proceso de rápida urbanización durante las
últimas cuatro décadas, Latinoamérica es la región más urbanizada del
mundo en desarrollo, con más del 75 por ciento de su población en zo-
nas urbanas; en Brasil, el 83 por ciento de la población total vive en ciu-
dades.  El desarrollo del modelo socioeconómico que ha requerido una
rápida urbanización en la región produjo ciudades fuertemente marca-
das por la presencia de áreas periféricas precarias.  A pesar de las mu-
chas diferencias existentes en los procesos de desarrollo urbano verifi-
cados en la región, en general la organización trajo consigo procesos
combinados de exclusión social, segregación espacial y degradación
ambiental.  Según datos de diversas fuentes, 26 millones de personas en
el Brasil viven en zonas urbanas sin acceso al agua, 14 millones no re-
ciben el servicio de recolección de residuos, 83 millones no están conec-
tadas a los sistemas de alcantarillado, y el 70 por ciento de las aguas
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residuales recibidas por el sistema no recibe tratamiento alguno.  Otros
datos sugieren que a pesar de las grandes instancias involucradas, 52
millones de brasileños se trasladan a pie a su trabajo a causa de los altos
costos del transporte público.  El déficit habitacional nacional se ha es-
timado en 7,9 millones de unidades; lo que es aún más alarmante, el
número de propiedades vacantes existentes se ha estimado en 5,5 millo-
nes de unidades.  La violencia urbana está en aumento, en especial en las
zonas periféricas1.

En particular, una de las características principales del desarrollo
urbano en los países latinoamericanos es que la producción social del
espacio urbano se ha promovido cada vez más mediante procesos infor-
males de acceso a la vivienda y tierra urbanas.  Decenas de millones de
brasileños no han tenido otro acceso a la tierra y vivienda urbanas que
los que les brindan procesos y mecanismos informales y, en su mayor
parte, ilegales.  Si bien los datos no son precisos, es realista decir que más
del 50 por ciento de las personas que viven en áreas urbanas han tenido
acceso a la tierra y la vivienda mediante procesos informales.  Como ha
sucedido también en la mayoría de las ciudades latinoamericanas, por
muchas décadas los brasileños han estado construyendo por sí mismos
un hábitat precario, vulnerable e inseguro en favelas, subdivisiones de
tierra irregulares y clandestinas, proyectos irregulares de vivienda, vivien-
das frente-contrafrente, y ocupando cada vez más la tierra pública, lade-
ras empinadas, áreas de preservación, embalses y riberas.

Como resultado de la combinación de mercados de tierras especula-
tivos, sistemas políticos clientelistas, prácticas de planificación urbana
elitistas y regímenes legales exclusivistas —que han sostenido desde hace
mucho los derechos legales de propiedad individual sobre el principio
constitucional de la función social de la vivienda—, desde hace tiempo
el proceso de desarrollo urbano informal brasileño no ha sido una ex-
cepción, sino la principal forma socioeconómica de producir espacio
urbano en el país.  Es un fenómeno que ha estructurado el orden urbano
consolidado de Brasil, y como tal debe enfrentarse.  En muchas y diver-
sas formas, durante los últimos dos decenios el proceso de acceso infor-
mal a la tierra y la vivienda ha aumentado en las ciudades grandes,
medianas e incluso pequeñas.  En realidad, a pesar de la asociación que
habitualmente se hace entre el desarrollo urbano informal y las grandes
ciudades (todas las ciudades con más de 500.000 habitantes tienen fave-

1 Pueden hallarse datos sobre el proceso de urbanización en el Brasil en muchas
fuentes, la principal es el sitio del Instituto de Geografía y Estadística brasileño: IBGE
(www.ibge.gov.br).
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las), la ocupación precaria e ilegal del territorio puede identificarse tam-
bién en todas las ciudades y regiones del país.  De acuerdo con datos ofi-
ciales, existen favelas en el 80 por ciento de las ciudades entre 100.000 y
500.000 habitantes y en el 45 por ciento de aquellas que tienen entre 20.000
y 100.000 habitantes.  Los asentamientos irregulares pueden identificarse
cada vez con mayor frecuencia en las ciudades pequeñas, de las ciuda-
des con menos de 20.000 habitantes, el 36 por ciento tiene subdivisio-
nes de tierra irregulares y el 20 por ciento favelas.  Si bien no puede de
ninguna manera reducirse a los grupos sociales más pobres, la produc-
ción informal del hábitat en las áreas urbanas entre esos grupos debe en-
frentarse con urgencia, dadas las graves implicaciones socioeconómicas,
urbanas, ambientales y políticas del fenómeno, no solo para los residen-
tes de los asentamientos informales, sino también para la población ur-
bana en su conjunto2.

Muchas han sido las discusiones sobre las causas de este fenómeno,
lo que generó una rica tradición de investigación urbana en la que los aná-
lisis específicos económicos, sociales, políticos y culturales han sido
reemplazados por discursos interdisciplinarios.  Más recientemente, se
ha enfatizado que esta notable tradición brasileña, en realidad latinoa-
mericana, de la investigación urbana no ha prestado atención a un factor
fundamental, la función del orden político-legal liberal en la determina-
ción de los patrones exclusivistas del desarrollo urbano en la región.
Análogamente, dado el creciente aunque todavía frágil proceso de rede-
mocratización en la región, se han enfatizado particularmente las posi-
bilidades que un nuevo orden urbano-legal que rija los procesos de uso
y desarrollo del suelo puede llegar a tener en la promoción de un proce-
so de reforma urbana comprometido con los principios de inclusión
socioespacial y sostenibilidad ambiental.

En Brasil y en varios países latinoamericanos, académicos, políticos
y administradores urbanos, y sobre todo movimientos sociales urbanos y
ONG han comprendido gradualmente que hay manera en que la reforma
urbana pueda promoverse en la región sin impulsar también una profun-
da reforma político-legal que afirme un nuevo conjunto de derechos de
ciudadanía.  Se ha tornado claro además que los importantes desarrollos
promovidos por aquellas administraciones locales comprometidas con la
causa de la reforma urbana han encontrado obstáculos, límites e incluso
barreras infranqueables en las disposiciones obsoletas de los órdenes

2 He escrito sobre los asentamientos informales en el Brasil por más de 20 años; véase,
por ejemplo, FERNANDES (1993; 2000a; 2002a; 2002b).
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urbano-legales nacionales dominantes.  Como resultado de la creciente
movilización sociopolítica —no solo de los movimientos sociales urba-
nos, sino también de los sectores del capital inmobiliario productivo
dañados por el orden legal predominante que todavía apoya ampliamen-
te las prácticas especulativas depredadoras de la tierra—, Brasil y algu-
nos otros países latinoamericanos han experimentado un importante
proceso de cambio legal, contribuyendo de esta manera a habilitar un
nuevo campo de la ley pública, concretamente el derecho urbano.

Este movimiento sociolegal se ha inspirado en gran medida y desde
hace tiempo por el trabajo seminal de HENRI LEFEBVRE, y su concepto del
“derecho a la ciudad” se ha aceptado como marco político-filosófico que
han de seguir movimientos sociales, ONG y algunos gobiernos locales
e incluso nacionales en la región.  En gran medida, como resultado de
esta creciente movilización, desde el decenio del setenta se han realiza-
do continuos intentos en países como Brasil y Colombia para materiali-
zar ese concepto, no solo en términos sociopolíticos, sino también lega-
les, para qué el “derecho a la ciudad” se convierta en un derecho legal,
y no sea solo una noción política.  La aprobación de la ley n.  388 de 1997
en Colombia y 10257 de 2001 en Brasil —el estatuto de la ciudad, inter-
nacionalmente aclamado—, son avances muy significativos en este pro-
ceso.

Más recientemente, otra movilización sociopolítica inspiradora ha
sucedido y crecido en la región.  Solicita la aprobación de la “Carta Mun-
dial por el Derecho a la Ciudad” que, de resultar adoptada por las Nacio-
nes Unidas, se convertirá en un desarrollo sin precedentes en el derecho
internacional, en particular dentro del actual contexto mundial, en que
para 2007 el 50 por ciento de la población mundial estará viviendo en
ciudades.

2. HENRI LEFEBVRE: POR UN NUEVO CONTRATO POLÍTICO DE CIUDADANÍA
SOCIAL PARA AFIRMAR EL “DERECHO A LA CIUDAD”

Si bien existe un considerable reconocimiento reciente, en especial gra-
cias a los trabajos de autores angloparlantes, la verdad es que la totali-
dad de la contribución fundamental de LEFEBVRE a la investigación ur-
bana todavía necesita ser debidamente apreciada en el plano internacional.
Siguiendo el tardío descubrimiento del trabajo de LEFEBVRE por DAVID

HARVEY, cuando estaba terminando su igualmente influyente Social jus-
tice and the city (1973), y con la traducción de algunos de los libros de
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aquel, una cantidad creciente de estudios en idioma inglés han explorado
la noción del “derecho a la ciudad” con una perspectiva sociopolítica3.

Sin embargo, una reevaluación profunda de su trabajo se necesita desde
hace ya mucho tiempo en Francia y el resto del mundo.  Como una vez
dijo CHRISTIAN TOPALOV (1989), tal vez el camino de la investigación
urbana en Francia y el resto del mundo había sido muy diferente si la
contribución de LEFEBVRE no hubiese sido dejada de lado por la enorme
influencia política y académica de La question urbaine (1972) de MA-
NUEL CASTELLS.  Algunos de los libros de LEFEBVRE, como por ejemplo La
révolution urbaine (1970) y en especial La production de l’espace
(1974), son todavía recursos fundamentales de aguda perspicacia y es-
clarecedores análisis sobre aspectos socioeconómicos, políticos y cul-
turales fundamentales del desarrollo urbano, en particular de las dinámi-
cas del mercado de tierra urbana.  Algunas de sus ideas fueron incluso
visionarias: mucho antes de que el concepto se extendiese, LEFEBVRE ya
hablaba del fenómeno de la globalización (“mondialisation”).

Si bien el concepto del “derecho a la ciudad” fue inicialmente propues-
to en dos de sus libros, Le droit à la ville (1968) y Espace et politique
(1973), creemos que la elaboración más coherente de LEFEBVRE sobre la
naturaleza de este concepto puede encontrarse en un libro con menor
difusión, Du contrat de citoyenneté (1990), en el que el concepto origi-
nal fue ampliado y provisto de mayor contenido sociopolítico, y en el que
la importancia de reformar la antigua tradición liberal de los derechos de
ciudadanía fue enfáticamente argumentada.

En realidad, más de doscientos años han transcurrido desde la apro-
bación de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano
el 26 de agosto de 1789, la piedra basal del orden democrático.  A lo largo
de este período, como resultado de guerras, luchas políticas y todo tipo de
movimientos sociales, el conjunto de derechos humanos originalmente
afirmado ha sido gradualmente reconocido, ampliado e incorporado en
la vida diaria de las personas y los grupos sociales, expresando de esa for-
ma las necesidades, interrogantes y reclamaciones de cada período his-
tórico.  Sin embargo, a pesar de los profundos cambios socioeconómicos,
políticos y territoriales sucedidos durante los últimos dos siglos, en par-
ticular aquellos provocados por los procesos combinados de la industria-
lización y la urbanización, no puede decirse lo mismo del conjunto de
derechos de los ciudadanos, que continúan siendo, en gran medida, los
mismos derechos políticos estipulados originalmente en 1789.  En este

3 Véase, entre otros, MITCHELL (2003).
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contexto, LEFEBVRE argumentó que actualizar la Declaración de los Dere-
chos de los Ciudadanos era de la mayor importancia para crear las nue-
vas condiciones político-legales, en orden a afirmar una noción de ciu-
dadanía social que expresara en forma eficaz las relaciones sociales
contemporáneas, esto es, las nuevas relaciones que se han formado en-
tre las personas, dentro de la sociedad y entre las personas y la sociedad.

Este es un desafío más importante aun en el estado actual de la globa-
lización económica, que amenaza las formas políticas tradicionales de
organización social y del Estado nacional.  La formulación y materiali-
zación de un nuevo contrato político de ciudadanía social, que reconoz-
ca y legalice los derechos de los ciudadanos a participar en forma com-
pleta y activa en la sociedad política y civil es la condición sine qua non
para la expansión y la profundización de la democracia.  Una ampliación
de esas características de los derechos de ciudadanía es aún más impor-
tante para promover la gobernabilidad democrática de las ciudades: las
ciudades y la ciudadanía son en definitiva la misma cuestión.  Un nuevo
contrato político reemplazaría entonces las bases de la noción tradicio-
nal del “pacto social” que ha determinado el marco de legalismo liberal
de larga data todavía dominante en Latinoamérica.  Al remarcar la pro-
funda influencia del concepto abstracto del “pacto social” de ROUSSEAU
en la determinación del pensamiento político y legal liberal, todavía
hegemónico, y en los sistemas político-legales concretos en los que re-
sultó, LEFEBVRE afirmó que, por medio de negociaciones y luchas polí-
ticas, las sociedades contemporáneas habían llegado gradualmente a
proteger a las partes y participantes más débiles, es decir, los inválidos,
los niños, los ancianos, las mujeres, etc. —en breve, todos aquellos ex-
cluidos de los límites originales del humanismo antropocéntrico típico
de la época de ROUSSEAU—.  Es un hecho que la noción de derechos
humanos se ha ampliado y diversificado a lo largo del tiempo, con el
reconocimiento y la posterior expansión de nuevos derechos, por ejem-
plo a la salud, la educación, el trabajo y la jubilación, y ha terminado en
la amplia variedad de tratados, declaraciones y convenciones de la ONU.
En particular, el derecho a la propiedad, considerado originalmente un
derecho natural, ya no se concibe como una expresión de la propia esen-
cia de la naturaleza humana.

Sin embargo, LEFEBVRE también argumentó que, en la medida en que
los derechos de los ciudadanos están comprometidos, los límites origi-
nales de la teoría de ROUSSEAU requieren una urgente redefinición para
permitir la expansión, el refuerzo y la habilitación de la esfera de la so-
ciedad civil para absorber el ámbito del Estado y la política.  Los dere-
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chos de ciudadanía originales se explicitaron claramente: el derecho a
circular libremente en el territorio nacional; el derecho a la opinión con
la excepción de las disposiciones legales vigentes; y sobre todo, el dere-
cho a votar, esto es, el derecho a la representación política.  LEFEBVRE

subrayó que, a pesar de su origen burgués, esas nociones y derechos no
debían subestimarse —como sucede en la postura de los grupos radica-
les, que a menudo menosprecian el Estado de derecho como un mero
instrumento de dominación sociopolítica—, dadas las condiciones para
su materialización efectiva en sistemas sociolegales y políticos y espe-
cialmente dadas sus amplias implicaciones para la vida diaria de la gen-
te.  El papel de la democracia representativa como el proceso par exce-
llence para la representación de los diversos intereses sociales, como un
compromiso histórico, y como el factor fundamental en la formación de
los Estados en el orden mundial, tampoco puede desdeñarse.  Más aún,
en la misma forma en que los desarrollos sociopolíticos significativos han
fomentado la actualización de la noción contemporánea de los derechos
humanos, la noción de la democracia representativa ha atravesado refor-
mas importantes, aunque todavía insuficientes.

Sin embargo, LEFEBVRE insistió en que, con los profundos cambios so-
cioeconómicos que han ocurrido durante los últimos dos siglos, la bre-
cha entre los derechos del hombre actualizados y el todavía anacrónico
conjunto de derechos de los ciudadanos ha aumentado enormemente,
comprometiendo así la existencia misma del orden democrático.  En es-
pecial en el contexto contemporáneo de la globalización económica y el
así llamado neoliberalismo político, y dada la forma en que los cambios
tecnológicos y la migración masiva, entre otros factores, han generado
nuevas formas de dependencia e interdependencia entre los Estados, las
sociedades y las personas, los derechos de los ciudadanos no pueden ya
reducirse a ese mínimo vital reconocido por la Declaración de 1789 y
como tales congelarse como manifestaciones de ese período histórico
particular.  LEFEBVRE argumentó que, más que nunca en la historia de la
humanidad, los hombres contemporáneos son una síntesis de su vida
social, familiar y profesional, y que las diferencias individuales no po-
drían ignorarse ya.  Sin embargo, los ciudadanos contemporáneos no
pueden definirse por su apellido y lugar de residencia; deben, en cam-
bio, definirse por la forma en que participan de una red de prácticas so-
ciales distintivas en su familia, profesión y hábitat —en una ciudad, región
y país—, con el orden estatal, estableciendo de esa manera vínculos con
múltiples culturas y obligaciones en favor de una sociedad pluralista.
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En este contexto las relaciones entre los miembros de la sociedad, y
la relación entre ellos (la nación) y el Estado, deben redefinirse más allá
de los términos del contrato social original de ROUSSEAU.  Esta relación
—la de la ciudadanía social— requiere estipular nuevas condiciones
político-legales que van más allá de los derechos tradicionales de la re-
presentación democrática.  Estipular esos derechos implica inicialmen-
te negociarlos para luego formular un nuevo contrato político de ciuda-
danía social que no puede reducirse al derecho a votar, ni ciertamente a
su dimensión política, sin considerar otras importantes dimensiones so-
ciales y culturales.

LEFEBVRE nos recuerda que la ciudadanía es siempre una fuente de
obligaciones —por ejemplo, pagar impuestos, declarar ingresos y cum-
plir con el servicio militar—, pero el concepto tradicional y todavía domi-
nante no incluye otros derechos políticos más allá del derecho a votar, la
mera elección de un representante.  Si ROUSSEAU distinguió la política del
pacto social, considerando aquella un mero efecto circunstancial de la
“voluntad general” subyacente a este, LEFEBVRE propuso una fórmula
contemporánea para la ciudadanía social, expresando un “proyecto so-
cial” que exigía un nuevo contrato político entre el Estado y los ciuda-
danos para reducir la brecha entre el Estado y el gobierno, y entre el poder
institucional y el poder de la sociedad civil.

Resumiendo: la calidad de la condición de ciudadanía hoy implica el
reconocimiento de otros derechos políticos que han emergido durante los
dos últimos siglos y que están fuertemente vinculados con los requisitos
de la vida diaria en el mundo moderno, pero que todavía no se han ex-
plicitado ni materializado completamente.

En su trabajo LEFEBVRE sugirió algunos de estos derechos políticos
interrelacionados que todavía deben reconocerse en su totalidad: el de-
recho a la información; el derecho a la expresión; el derecho a la cultura;
el derecho a la identidad en la diferencia y en la igualdad; el derecho a
la autoadministración, esto es, el control democrático de la economía
y la política; el derecho a los servicios públicos y no-públicos; y sobre
todo, el “derecho a la ciudad”.  El “derecho a la ciudad” básicamente
consiste en el derecho de los residentes de las ciudades a disfrutar com-
pletamente de la vida urbana, con todos sus servicios y ventajas —el
derecho a habitar— y también a tomar parte en la gestión de las ciuda-
des —el derecho a participar—.  En otras palabras, LEFEBVRE subraya la
necesidad del reconocimiento completo de los valores de uso para corregir
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el desequilibrio histórico resultante del excesivo énfasis en los valores
de cambio típicos de la producción capitalista del espacio urbano.  Este
vínculo fundamental entre las ciudades y la ciudadanía se ha tornado im-
prescindible, dada la creciente urbanización de la sociedad contemporá-
nea en el entorno global.

El desafío es discutir las condiciones para la formulación de un con-
trato político de esas características en el contexto de rápida urbaniza-
ción, y para este propósito es fundamental para promover un análisis
crítico del papel del orden político-legal en el proceso del desarrollo
urbano.  La reforma del orden legal es una de las condiciones principa-
les para cambiar la naturaleza exclusivista del proceso de desarrollo ur-
bano, y para confrontar uno de los fenómenos sociales más graves en los
países en desarrollo, el del desarrollo urbano informal.

Sin embargo, a pesar de lo revelador y emocionante de estas ideas, el
hecho es que el concepto en sí del “derecho a la ciudad” de LEFEBVRE era
más una plataforma político-filosófica y no exploró directamente cómo,
o en qué medida, el orden legal había determinado el patrón exclusivista
del desarrollo urbano.  A los argumentos sociopolíticos de LEFEBVRE debe
agregarse otra línea argumental, esto es, argumentos legales tendentes a
criticar el orden legal, no solo desde los valores sociopolíticos o huma-
nitarios, sino también desde dentro del orden legal.  El trabajo de LEFE-
BVRE nos ha brindado elementos fundamentales para comprender los
aspectos socioeconómicos, políticos, ideológicos y culturales del proce-
so de urbanización.  Sin embargo, no puede encontrarse en su trabajo una
discusión articulada sobre el papel fundamental de la ley en el proceso
de urbanización4.  Ese tipo de comprensión completa del papel fundamen-
tal que corresponde al orden legal es la verdadera condición para promo-
ver una profunda reforma legal, que a su vez es la condición para pro-
mover una reforma urbana que lleve a la inclusión social y al desarrollo
sostenible.

En este contexto debe comprenderse mejor la experiencia latinoame-
ricana, y en particular el caso brasileño.  Tal vez más que en cualquier
otra parte del mundo, el concepto de LEFEBVRE del “derecho a la ciudad”
ha sido extremadamente influyente en Latinoamérica, y desde mediados
del decenio del setenta una continua movilización sociopolítica ha inten-
tado hacerlo realidad, tanto en términos legales como políticos.

4 Si bien LEFEBVRE dedicó cuatro volúmenes al estudio del aparato estatal —De
l’État—, su obra no considera la dimensión legal del proceso político per se (LEFEBVRE,
1976). Para una biografía intelectual de LEFEBVRE, cfr. SHIELDS (1999); y HESS (1988).
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3. LEY, URBANIZACIÓN Y POLÍTICA URBANA EN BRASIL

La rápida urbanización en Latinoamérica se ha llevado a cabo bajo el
todavía dominante paradigma del legalismo liberal.  Una tradición del
derecho civil de larga data ha determinado la definición de los derechos
individuales, en especial los relacionados con los derechos individuales
a la propiedad, y por tanto también ha determinado y limitado el alcance
de la intervención estatal para fomentar el control del uso del suelo y el
desarrollo y para crear un orden urbano-legal en el que las necesidades
y los derechos colectivos socioambientales también se tengan en cuen-
ta.  Con la propiedad de la tierra concebida casi exclusivamente como una
mercancía, cuyo contenido económico será determinado por los intere-
ses individuales de los propietarios, cualquier valor social de uso por
encima del uso de la tierra urbana y la propiedad están limitados, y las
posibilidades de actuación de parte del Estado en la determinación de un
orden público más equilibrado e incluyente en las c Pueden hallarse datos
sobre el proceso de urbanización en Brasil en muchas fuentes, la princi-
pal es el sitio del Instituto de Geografía y Estadística brasileño: IBGE
(www.ibge.gov.br).iudades.  Es típica de la tradición del derecho civil la
absolutización de los derechos individuales de plena propiedad, en de-
trimento de otras formas de arrendamiento o formas colectivas de dere-
chos reales, sin mencionar otras instituciones legales, como las casas de
alquiler.  Más aún, el derecho civil tradicional todavía afirma la noción
de que los derechos de edificación son meros accesorios a los derechos
de propiedad, y el principio de la imposibilidad de parte del Estado de
capturar la plusvalía resultante de la inversión pública incorporada en los
valores de las propiedades individuales.  Esta tradición del derecho civil
en la determinación de los derechos de propiedad urbanos —y de los
precios del suelo y los inmuebles urbanos— se ha agravado aún más por
la excesiva burocratización de las prácticas contractuales y comerciales,
en particular aquellas relacionadas con los requisitos del registro de la
propiedad y el acceso al crédito formal5.

Esa tradición legal clásica relativa a la definición de los derechos de
propiedad ha sido apoyada por la ideología de larga data del positivismo
legal, afirmando que el monopolio estatal de la producción del orden
legal, dentro de un contexto político conservador que todavía reconoce
la democracia representativa tradicional como el único proceso para la

5 Para un análisis del papel desempeñado por la ley en el proceso de urbanización
brasileño, cfr. FERNANDES (1995; 2000b); para un análisis internacional, cfr. FERNANDES

y VARLEY (1998).



505LA CONSTRUCCIÓN DEL “DERECHO A LA CIUDAD” EN BRASIL

formulación del orden legal-institucional.  Sin embargo, dadas las diver-
sas formas históricas de exclusión sociopolítica de la vasta mayoría de
la población de los procesos de toma de decisiones del orden urbano,
mediante el proceso de urbanización el orden público en la mayor parte
de las ciudades latinoamericanas se ha reducido a un orden estatal limi-
tado que es insuficientemente democrático, cuando no autoritario.  Como
resultado del legalismo liberal, la rápida urbanización ha sido en gran me-
dida el resultado de políticas de laissez faire relativas al proceso del uso
y desarrollo del suelo.

Debe notarse que, en esas pocas ciudades en que se ha intentado algu-
na intervención estatal significativa mediante planes urbanos, zonifica-
ciones y legislación, se ha formado una tradición incipiente de planifi-
cación tecnocrática, pero se ha basado en disposiciones legales urbanas
elitistas, cuya puesta en vigor no puede estimularse completamente, dada
la falta de capacidad de la mayoría de las administraciones locales.  Sin
embargo, si esta tradición planificadora reciente ha sido ineficiente en
la perspectiva de los objetivos de la organización espacial y la inclusión
social nominalmente declarados, ha sido extremadamente eficiente para
garantizar la maximización de las ganancias del capital en los mercados
de tierras e inmobiliarios, determinando así el lugar de los pobres urba-
nos en las ciudades, esto es, en aquellas áreas excluidas del mercado, tales
como barriadas (chabolas o villas miseria) y áreas periféricas, en la tie-
rra pública, áreas peligrosas y en áreas sujetas a protección ambiental.
Más aún, incluso dentro de esta nueva tradición legal se afirma la misma
vieja idea de que cualquier ganancia de capital resultante de la legisla-
ción y políticas de planificación urbana será un derecho adquirido de los
propietarios.

Debe también mencionarse brevemente aquí que el desarrollo de este
orden urbano-legal ha sido disociado del desarrollo de un orden legal-
ambiental, que, si bien afirma intereses sociales y derechos colectivos,
todavía expresa un enfoque naturalista hacia el ambiente, que a menudo
parece ser un espacio abstracto.  Como resultado, la mayor parte de las
leyes ambientales en la región no han enfrentado los problemas de la es-
tructura territorial concentrada ni los conflictos sociales alrededor de los
derechos de propiedad que han existido históricamente en las ciudades
latinoamericanas.

Como resultado de esta tensión entre los paradigmas del civilismo
dominante y el incipiente urbanismo tecnocrático la informalidad urba-
na y la exclusión socioespacial se han fomentado, y en este contexto el
derecho, incluido el derecho urbano, ha sido uno de los factores princi-
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pales que determinan la ilegalidad urbana.  Lejos de resultar inofensiva,
la naturaleza de la acción estatal o su fracaso para actuar han determina-
do la naturaleza exclusivista del desarrollo urbano en Latinoamérica,
combinando especulación inmobiliaria, vastas cantidades de tierra urbana
vacante, degradación ambiental, gran cantidad de comunidades cerradas
y sobre todo la proliferación de asentamientos informales precarios.

Otros dos factores han agravado aún más esta situación.  Por un lado,
incluso cuando ha existido compromiso con la promoción de la inclusión
social y la sostenibilidad socioambiental, el orden urbano-legal todavía
carece de un apoyo completo en los órdenes legal-institucional y legal-
administrativo vigentes.  Los derechos reconocidos nominalmente no se
han puesto en práctica apropiadamente, por la falta de procesos, instru-
mentos y mecanismos adecuados, y el orden legal-institucional no ha
expresado el orden urbano-territorial existente, en especial por su fraca-
so en la provisión de un tratamiento adecuado de la gobernabilidad de
las áreas metropolitanas.  Las condiciones de la gestión urbana han su-
frido una falta de distinciones claras entre los valores públicos y priva-
dos.  Por otro lado, la tradición de larga data del formalismo legal ha
reducido el alcance de la interpretación judicial progresiva de los tribu-
nales, y la mayoría de los jueces todavía adhieren al paradigma conser-
vador del derecho civil, enseñado desde hace ya tanto tiempo en la
mayoría de las facultades de derecho.

Este orden legal exclusivista y segregado ha sido cada vez más cues-
tionado en muchos países latinoamericanos, como puede verificarse tanto
por un creciente proceso de justicia informal y pluralismo legal como por
la movilización social renovada en algunos de estos países, tendente a la
promoción de la reforma legal en nombre del reconocimiento del “dere-
cho a la ciudad” como condición para la reforma urbana.  Como resul-
tado de estos procesos, un nuevo orden urbano-legal se ha formado gra-
dualmente en la región.  En particular, desde el decenio del setenta, y en
especial desde mediados del ochenta, Brasil y Colombia han indicado
algunas formas promisorias para promover la reforma legal en la región
y para una reforma general del paradigma legal dominante para el desa-
rrollo urbano.

4. UN NUEVO ESTATUTO PARA LAS CIUDADES BRASILEÑAS: LA CONSTRUCCIÓN
DEL “DERECHO A LA CIUDAD” EN BRASIL

Si bien los países latinoamericanos han fomentado cambios legales en
formas diversas y a distintas velocidades, existen diversos principios
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comunes a los procesos sociopolíticos que reclaman la reforma urbana
y legal, y que se han materializado en las Constituciones nacionales y los
órdenes legales.  El más importante es el de la función socioambiental
de la propiedad y de la ciudad, que es una expresión del principio más
amplio, de acuerdo con el cual la regulación del desarrollo urbano es una
cuestión pública que no puede reducirse ni a los intereses individuales
ni a los estatales.  Más aún, una nueva gama de derechos colectivos se ha
discutido y gradualmente, en diversa medida, ha resultado aceptada por
los órdenes legales de varios países latinoamericanos, tendente a consti-
tuir un nuevo orden urbano-legal que regule los procesos del uso y el de-
sarrollo de la tierra urbana.  Los derechos colectivos principales interre-
lacionados que se han expresado gradualmente mediante este nuevo orden
son: el derecho a la planificación urbana, el derecho social a la vivienda,
el derecho a la conservación ambiental, el derecho a capturar la plusva-
lía y el derecho a la regularización de los asentamientos informales.

El otro principio estructural de este nuevo orden urbano-legal es la indi-
visibilidad del derecho urbano y la gestión urbana.  Este principio se ha
expresado mediante tres procesos integrados de reformas político-lega-
les, que son, a saber: la renovación de la democracia representativa por
medio del reconocimiento del derecho colectivo a la amplia participación
en la gestión urbana, en particular en el ámbito local; la descentraliza-
ción de los procesos de toma de decisiones, no solo mediante el fortale-
cimiento de los gobiernos locales y las relaciones intergubernamentales,
sino también mediante la confrontación de la cuestión metropolitana y
la necesidad de articulación intergubernamental para superar los crecien-
tes problemas urbanos, sociales y ambientales; y la creación de un nue-
vo marco legal-administrativo que proporcione mayor claridad a los
principios subyacentes a las nuevas relaciones que se están establecien-
do entre el Estado y la sociedad, en especial mediante las asociaciones
público-privadas y otras formas de relaciones entre el Estado y la comu-
nidad y los sectores voluntarios.

En otras palabras: este creciente movimiento sociopolítico de refor-
ma legal en Latinoamérica se ha basado en los dos pilares propuestos por
LEFEBVRE como el núcleo del “derecho a la ciudad”, es decir, el derecho
a habitar y el derecho a participar.

En este contexto de cambios paradigmáticos, el 10 de julio de 2001
ocurrió un avance legal sin precedentes en Brasil con la promulgación
de la ley federal 10257, llamada Estatuto de la Ciudad”, que busca regu-
lar el capítulo original sobre política urbana introducido por la Consti-
tución Federal de 1988, en que se reconoce explícitamente el “derecho
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a la ciudad” como un derecho colectivo.  La promulgación de la Cons-
titución Federal de 1988 despejó el camino para el progreso del movi-
miento de reforma legal, en especial mediante el reconocimiento de los
derechos colectivos mencionados, al afirmar el papel central del gobier-
no local y al declarar que la democracia representativa debía reconciliarse
con los procesos políticos participativos (FERNANDES, 1995).  Durante el
decenio del noventa, muchos municipios brasileños comenzaron a ma-
terializar las disposiciones y principios constitucionales en los órdenes
urbano-legales que ellos mismos fueron redefiniendo, y el Brasil se con-
virtió en una suerte de laboratorio para nuevas estrategias de gobierno
local y democracia directa, en particular, la experiencia de vanguardia
del proceso de presupuesto participativo incorporado en algunas ciuda-
des.  Sin embargo, todavía existían controversias legales sobre las nue-
vas disposiciones constitucionales y se formulaban argumentos legales
conservadores para socavar las estrategias locales político-instituciona-
les innovadoras de gestión urbana.  Por este motivo, durante el decenio
del noventa, los movimientos sociales y las ONG reunidas bajo el para-
guas del “Foro Nacional para la Reforma Urbana” mantuvieron la pre-
sión para la aprobación por el Congreso Nacional de una ley federal que
rigiese el desarrollo y las políticas urbanos, para regular el capítulo cons-
titucional y así clarificar los problemas legales pendientes.

La ley federal de 2001 proporciona un apoyo legal coherente a los
municipios comprometidos para enfrentarse a los graves problemas ur-
banos, sociales y ambientales que han afectado directamente las condi-
ciones de la vida diaria de la población urbana.  Como resultado de un
intenso proceso de negociación que duró más de diez años, en el Con-
greso Nacional y más allá, el Estatuto de la Ciudad confirmó y amplió el
papel político-legal fundamental de los municipios en la formulación de
las directivas para la planificación urbana, y para la conducción del pro-
ceso de desarrollo y gestión urbanos.  El Estatuto de la Ciudad merece
ser mejor conocido en el ámbito internacional, porque se trata de un ejem-
plo inspirador sobre la forma en que los gobiernos nacionales pueden
materializar los principios y propuestas de las campañas mundiales de
UN-Hábitat sobre la gobernabilidad urbana y la tenencia segura para los
pobres urbanos.  Resulta imposible subestimar el efecto que la nueva ley
puede tener sobre el orden urbano y legal brasileño, después que sus posi-
bilidades terminen de comprenderse y sus disposiciones se pongan en
práctica completamente6.

6 Para una traducción al inglés del Estatuto de la Ciudad, www.polis.org.br.
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El Estatuto de la Ciudad tiene cuatro dimensiones principales, a sa-
ber: una conceptual, que brinda elementos para interpretar el principio
constitucional de la función social de la propiedad urbana y de la ciudad;
la regulación de los nuevos instrumentos legales, urbanísticos y finan-
cieros para que los municipios construyan y financien un orden urbano
diferente; la indicación de procesos para la gestión democrática de ciu-
dades; y la identificación de los instrumentos legales para la completa
regularización de asentamientos informales en zonas urbanas privadas
y públicas.  Combinadas, estas dimensiones proporcionan el conteni-
do del “derecho a la ciudad” en el Brasil y también indican las condiciones
para ejecutar el nuevo contrato social propuesto por LEFEBVRE.

En términos conceptuales, el Estatuto de la Ciudad rompió con la tra-
dición individualista de larga data del derecho civil y fundó las bases de
un nuevo paradigma político-legal para el uso y desarrollo de la tierra
urbana en el Brasil, en especial por la consolidación del enfoque global
hacia los derechos de propiedad urbana, a saber: el derecho a la propiedad
urbana se garantiza y reconoce como un derecho individual fundamen-
tal, siempre que se cumpla una función socioambiental, la función de-
terminada mediante la legislación urbana.  Más aún, el orden legal vigente
también determina que la ciudad misma debe cumplir con una función
socioambiental.  En particular, es función de los gobiernos municipales
controlar el proceso de desarrollo urbano formulando políticas territoria-
les y de uso del suelo en que los intereses individuales de los propieta-
rios coexistan necesariamente con otros intereses sociales, culturales y
ambientales de otros grupos y de la ciudad en su conjunto.  Con tal pro-
pósito, se le otorgó al gobierno municipal la atribución, por medio de las
leyes locales y diversos instrumentos de planificación y gestión urbana,
de determinar la medida de este —posible— equilibrio entre los intere-
ses individuales y colectivos sobre la utilización de los recursos no re-
novables esenciales para el desarrollo sostenible en las ciudades, esto es,
la tierra urbana.  Todos lo municipios brasileños con más de 20.000
habitantes debían aprobar sus planes directores para fines de 2006, y más
de mil trescientos de esos municipios están involucrados en la actuali-
dad en este proceso fundamental de elaboración de leyes.

Para materializar y ampliar el alcance de la acción municipal, el Es-
tatuto de la Ciudad reguló los instrumentos legales creados por la Cons-
titución de 1988 y creó otros nuevos, consagrando así la separación entre
los derechos de propiedad y los derechos de edificación y el principio de
la captura de plusvalías.  Todos esos instrumentos pueden, y deben, uti-
lizarse en forma combinada, en busca no solo de regular el proceso del
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desarrollo de la tierra urbana, sino también en especial para fomentarlo
de acuerdo con un “proyecto de ciudad” que se expresará mediante el plan
director local, traduciendo así en términos espaciales el “proyecto social”
propuesto por LEFEBVRE.  Se les brindaron más condiciones a los muni-
cipios para interferir con el patrón y la actividad de los mercados forma-
les e informales de tierra urbana, en especial aquellos de naturaleza es-
peculativa —y posiblemente revertidos—, que desde hace mucho tiempo
han introducido la exclusión social y la segregación espacial en el Bra-
sil.  En realidad, la combinación de los mecanismos de planificación urba-
na tradicionales —zonificación, subdivisión, normativa edilicia, etc.—
con los nuevos instrumentos introducidos —orden compulsivo de sub-
división-edificación-uso, uso extrafiscal de los impuestos locales a la pro-
piedad en forma progresiva a lo largo del tiempo, expropiación-sanción
con pago en títulos de deuda pública; derechos de superficie, derechos
de preferencia para el municipio, transferencia onerosa de los derechos de
edificación, etc.— ha abierto un nuevo conjunto de posibilidades para
construir y financiar un nuevo orden urbano que es simultáneamente más
eficiente en lo económico, más justo en lo político y más sensible a las
cuestiones sociales y ambientales.

Otra dimensión fundamental del Estatuto de la Ciudad tiene que ver
con la necesidad de los municipios de integrar la planificación urbana,
la legislación y la gestión para democratizar el proceso de toma de deci-
siones local y así legitimar un orden urbano-legal nuevo y orientado hacia
lo social.  Se reconocieron diversos mecanismos para garantizar la par-
ticipación eficaz de los ciudadanos y las asociaciones en la planificación
y la gestión urbanas: en el poder ejecutivo (consultas, creación de con-
sejos, comités, referendo, informes de repercusiones ambientales y so-
bre los vecindarios, y sobre todo, las prácticas de los procesos de presu-
puesto participativo), el poder legislativo (audiencias públicas, iniciativa
popular para proponer proyectos de leyes urbanas) y en el judicial (ac-
ción civil pública para proteger el orden urbano-legal, considerado un
interés difuso y un derecho colectivo, locus standi otorgado a las ONG
y asociaciones).  Más aún, la nueva ley también subrayó la importancia
de establecer nuevas relaciones entre el Estado y los sectores privados y
de la comunidad, en especial mediante asociaciones y operaciones urba-
nas de vinculación, fomentadas dentro de un marco político-legal y fis-
cal, cuyos principios todavía deben definirse en forma más clara.

Tras la promulgación del Estatuto de la Ciudad de 2001, el orden urba-
no-legal en Brasil ha mejorado aún más gracias a la puesta en vigencia
de las leyes federales que regulan los consorcios intermunicipales, las
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asociaciones público-privadas y la creación del Fondo Nacional para la
Vivienda Social, este último como resultado de la iniciativa popular; un
importante proyecto de ley que se está discutiendo en el Congreso Na-
cional, que actualiza la legislación sobre la subdivisión y la regulariza-
ción territoriales.

Finalmente, pero no por ello de menor importancia, el Estatuto de la
Ciudad también reconoció el derecho colectivo a la regularización de
asentamientos informales en tierras públicas o privadas y mejoró los
instrumentos legales para permitir a los municipios promover programas
para regularizar la tenencia de la tierra y así democratizar las condicio-
nes de acceso a los inmuebles y la vivienda urbanos.  Al regular las ins-
tituciones constitucionales de la usucapiao especial (prescripción adqui-
sitiva), los derechos y la concesión de un derecho real al uso (una forma
de arrendamiento), para su utilización en la regularización de asentamien-
tos informales en la tierra privada y la pública, respectivamente, la nueva
ley avanzó un paso más y permitió usar colectivamente esos instrumen-
tos.  La sección del Estatuto de la Ciudad que creó un tercer instrumento,
la concesión especial del uso con finalidad de vivienda, fue vetada por
el presidente por cuestiones legales, ambientales y políticas.  Sin embar-
go, dada la activa movilización del Foro Nacional para la Reforma Ur-
bana, la disposición provisional 2220 fue firmada el 4 de septiembre de
2001 por el presidente, reconociendo el derecho subjetivo (y no solo la
prerrogativa de las autoridades públicas) a quienes ocupaban tierras
públicas hasta esa fecha, en ciertas circunstancias, a recibir la concesión
especial del uso con finalidad de vivienda.  La disposición establece,
además, las condiciones para que las autoridades municipales fomenten
el traslado de los ocupantes de tierras públicas inadecuadas a zonas más
apropiadas.  Es una medida de extrema importancia social y política, pero
su aplicación requerirá un concentrado esfuerzo legal, político y admi-
nistrativo de los municipios para llenar vacíos existentes en una forma
legal adecuada que resulte compatible con otros intereses sociales y am-
bientales.  Otra disposición provisional se aprobó en 2006 —la 292—,
para permitir y acelerar la regularización de asentamientos informales en
tierra pública perteneciente a la Unión Federal.

Es interesante advertir que, en lo que corresponde a cuestiones de regu-
larización de asentamientos informales, el Estatuto de la Ciudad conso-
lidó el sendero político-legal abierto por la Constitución Federal de 1988,
que difiere fundamentalmente de las políticas de formalización inspiradas
por HERNANDO DE  SOTO, que han recibido amplio apoyo internacional,
sobre todo de los bancos internacionales, los grupos de expertos ideológi-
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cos y las agencias para el desarrollo.  Como hemos argumentado en otros
trabajos, las influyentes ideas de DE SOTO han mostrado diversas deficien-
cias (FERNANDES, 2002c), y son fundamentalmente conservadoras, a la luz
de disposiciones más progresistas del orden legal brasileño descrito
anteriormente.  Este es el principal camino legal seguido por muchos mu-
nicipios brasileños desde principios del último decenio del siglo pasado,
y por el gobierno federal desde 2003.

La aprobación del Estatuto de la Ciudad consolidó el orden constitu-
cional brasileño respecto del control del proceso de desarrollo urbano,
con el objetivo de reorientar la acción del Estado local, el mercado de
tierras y la sociedad en su conjunto, de acuerdo con nuevos criterios lega-
les, económicos, sociales y ambientales.  Claramente sentó las bases le-
gales del “derecho a la ciudad” en el país.

Sin embargo, su concreción real en políticas y programas dependerá
de la reforma de los órdenes urbano-legales por los municipios.  El pa-
pel de estos es crucial para que el patrón exclusivista del desarrollo ur-
bano pueda revertirse.  En realidad, este nuevo orden urbano-legal en el
que la ley y la gestión están integradas ha posibilitado el avance gradual
de la reforma urbana en varios municipios —Porto Alegre, Diadema,
Santo Andre, São Paulo, Belo Horizonte, Recife, etc.—, en los que las
leyes, los planes, los proyectos y programas se han formulado para com-
binar las políticas de tierra, de vivienda, urbanas, impositivas y socioeco-
nómicas que buscan promover la inclusión social y la integración espa-
cial.  Todavía falta mucho por hacer, sin embargo, para reparar la crisis
urbana y el déficit habitacional acumulados.

En el plano nacional, el esfuerzo hacia una mejor articulación inter-
gubernamental ganó fuerza con la creación, en 2003, del Ministerio de
las Ciudades: por primera vez, el órgano federal está confrontando en
forma articulada los problemas relacionados con la vivienda social, el
saneamiento ambiental, el transporte público y las cuestiones territoria-
les.  Se ha ejecutado un programa original para apoyar la regularización
sostenible de los asentamientos informales consolidados7.  Como resul-
tado de una campaña nacional para asistir en la formulación de planes
directores municipales, alrededor de mil cuatrocientos municipios han
aprobado su legislación urbana básica o están en el proceso de discusión.
Un importantísimo desarrollo fue la organización, en octubre de 2003,
de la Conferencia Nacional de Ciudades, que terminó un proceso en que

7 Para un análisis crítico del Programa Nacional para la Asistencia a la Regulariza-
ción Territorial Sostenible, cfr. FERNANDES (2006).
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3.500 municipios participaron e involucró a miles de delegados que repre-
sentaban a todas las partes involucradas, para aprobar todos los temas de
una nueva política nacional urbana y de vivienda.  En abril de 2004, el
Consejo Nacional de Ciudades se instaló en Brasilia, y tiene poder en la
toma de decisiones sobre cuestiones relacionadas con las políticas nacio-
nales urbanas y de vivienda.  Ha continuado reuniéndose regularmente
desde entonces.

Este no ha sido un proceso fácil y han surgido muchos problemas sig-
nificativos que deben resolverse, pero es innegable que existió un esfuerzo
gradual para materializar el Estatuto de la Ciudad —y el “derecho a la
ciudad”— en el Brasil.

5. CARTA MUNDIAL POR EL DERECHO A LA CIUDAD

El proceso sociopolítico que llevó a la promoción de la reforma urba-
na y legal en Brasil también ha fomentado una movilización internacio-
nal más amplia.

La propuesta original para una Carta por los Derechos Humanos en
las Ciudades fue presentada ya en 2001 por la ONG Brasileña Fase en la
VI Conferencia Brasileña sobre Derechos Humanos, poco tiempo antes
que entrase en vigencia el Estatuto de la Ciudad.  En la práctica, la dis-
cusión del Estatuto de la Ciudad en el Congreso Nacional llevó más de
12 años, y el documento de la Fase tuvo también la intención de acelerar
el proceso de elaboración de leyes.  Fue inspirado por los instrumentos
internacionales generales ya existentes sobre los derechos humanos cí-
vicos, políticos, económicos, sociales, culturales y ambientales, pero
resultó particularmente inspirado por la “Carta Europea para la Salvaguar-
da de los Derechos Humanos en la Ciudad” (presentada en SAINT-DENIS
en mayo de 2000 y adoptada desde entonces por más de doscientas ciu-
dades europeas) y por el Tratado para las Ciudades, Pueblos y Localida-
des Democráticos, Equitativos y Sostenibles, aprobado en 1992 en la
Cumbre Mundial sobre el Medio Ambiente en Río de Janeiro.  El objetivo
principal del documento original de la Fase fue expandir la plataforma
política para acción de aquellos movimientos sociales urbanos en Brasil
que requerían la promoción de la reforma urbana y la inclusión social en
el país, y proporcionar condiciones para una mejor integración y articu-
lación tanto de las cuestiones urbanas y las reclamaciones sociales como
de los movimientos sociopolíticos existentes8.

8 Para el texto en inglés de la Carta Mundial sobre el Derecho a la Ciudad, cfr.
www.polis.org.br; para una discusión general del documento, cfr. OSORIO (2005).
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Como resultado del reconocimiento formal del “derecho a la ciudad”
por el Estatuto de la Ciudad de 2001 en Brasil y la presentación del docu-
mento inicial de la Fase durante el Foro Social Mundial en 2002, diver-
sas ONG y movimientos sociales urbanos, particularmente del Brasil y
de otros países latinoamericanos, comenzaron a bosquejar el texto actual-
mente llamado Carta Mundial sobre el Derecho a la Ciudad.  Este borrador
fue discutido y ampliado en 2004, tanto en el Foro Social de las Améri-
cas en Quito como en el Foro Urbano Mundial en Barcelona, poniendo
acento en cuestiones como la gobernabilidad democrática urbana, la
participación popular en la gestión y el presupuesto urbanos, el recono-
cimiento y la adopción eficaz de los derechos económicos, sociales, cultu-
rales y ambientales existentes reconocidos por el derecho internacional
y la adopción de un modelo socialmente más justo, incluyente y soste-
nible para el desarrollo económico urbano para fortalecer la asociación
urbano-rural y reducir la pobreza.

En 2005, en el Foro Social Mundial en Porto Alegre (Brasil), cientos
de personas de diversa proveniencia y antecedentes, representantes de
organizaciones internacionales, regionales, nacionales, locales y activis-
tas sociales, asistieron al Taller sobre el Derecho a la Ciudad específico.
Al mismo tiempo, el ministro de Ciudades brasileño suscribió formal-
mente el proceso de discusión y ejecución de la Carta Mundial sobre el
Derecho a la Ciudad.

El objetivo último de la Carta es establecer mecanismos eficaces de
control legal e instrumentos para garantizar la puesta en vigencia de los
derechos humanos, sociales y de ciudadanía reconocidos.  Se funda en
que las declaraciones generales de derechos son fundamentalmente im-
portantes pero insuficientes; que los valores y derechos sociopolíticos en
todos los ámbitos, desde el internacional hasta el local, también deben
ser derechos colectivos legales; y que las personas y los movimientos
sociales deben recibir locus standi para defender esos derechos en los
tribunales como una condición sine qua non para el reconocimiento de
los derechos humanos y de ciudadanía, la promoción de la justicia so-
cial y el fortalecimiento de un orden verdaderamente democrático.

La Carta Mundial sobre el Derecho a la Ciudad propuesta reconoce
que, dado el actual contexto de creciente urbanización —y de la creciente
urbanización de la pobreza—, las normas del derecho internacional exis-
tentes, aunque dispersas, en las áreas de derechos económicos, sociales,
culturales y ambientales, deben articularse mejor y ampliarse a un mar-
co más abarcativo y mejor definido, el del “derecho a la ciudad”, lo que
dará como resultado la aprobación de un documento más específico de
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derecho internacional que servirá de guía para la acción sociopolítica y
para la toma de decisiones y la elaboración de políticas.

Además, en la Carta propuesta, el concepto del “derecho a la ciudad”
se alimenta del concepto general lefebvriano —el derecho de todos los
habitantes urbanos a disfrutar en forma colectiva de los beneficios, la plu-
ralidad cultural, la diversidad social, las ventajas económicas y las opor-
tunidades de la vida urbana, y a participar activamente en la gestión ur-
bana— y deberá realizarse según las realidades nacionales, locales o
específicas.  En el origen del concepto está la noción de la función so-
cioambiental de la propiedad y de la ciudad, y el principio de que el ejer-
cicio completo de los derechos de ciudadanía en la ciudad implica la par-
ticipación efectiva de la gente en la planificación, el diseño de políticas,
la toma de decisiones y la gestión.  En Latinoamérica, desde mediados
del decenio del setenta, los movimientos de reforma urbana han subra-
yado los principios de sostenibilidad, democracia, justicia social y el cum-
plimiento de la función social de la propiedad y la ciudad.

En caso de ser aprobada por la ONU, la Carta Mundial sobre el Dere-
cho a la Ciudad otorgará legitimidad para la acción sociopolítica y polí-
tico-institucional organizada, servirá como referencia política, social,
económica y ambiental para crear políticas públicas, como un conjunto
de principios orientadores de los procesos de producción y gestión de ciu-
dades compatible con la afirmación de los derechos humanos y de ciuda-
danía y como legislación internacional que establecerá derechos y obli-
gaciones para determinar la acción de los agentes públicos, estatales,
comunitarios y privados para garantizar la distribución y el uso correc-
tos, equitativos y sostenibles de los recursos urbanos y de la tierra.  Con-
cebido de esa forma, el “derecho a la ciudad” es interdependiente de todos
los derechos humanos reconocidos en forma internacional y percibido
como un derecho colectivo integral e indivisible.  Para garantizar la
concreción total de la función social de la ciudad como un interés difu-
so, debe otorgarse locus standi a todo individuo, conjunto de residentes
u organizaciones sociales para actuar no solo en defensa del interés co-
lectivo de un grupo determinado, sino también en defensa de la propia
función social de la ciudad.

Con posterioridad al Foro Social Mundial de 2005, surgieron un in-
terés y una movilización crecientes alrededor de la propuesta Carta Mun-
dial sobre el Derecho a la Ciudad, que superan cada vez más el contexto
latinoamericano; se organizó una reunión sobre el tema en el Foro Urba-
no Mundial de 2006, en Toronto, y se está preparando un taller interna-
cional para discutir una plataforma sociopolítica e institucional para su



LA CIUDAD Y EL DERECHO516

ejecución internacional y para definir estrategias para su legalización de
parte de la ONU.  UN-Hábitat y Unesco presentaron una iniciativa con-
junta llamada Políticas Urbanas y el Derecho a la Ciudad en 2005, y desde
entonces han explorado el concepto de LEFEBVRE, dialogando en cierta
medida con la movilización social para la Carta Mundial9 .

6. CONCLUSIÓN

La construcción del nuevo orden urbano-legal en Latinoamérica es un
proceso lleno de contradicciones y desafíos y, si bien el fundamento legal
del “derecho a la ciudad” se ha presentado en forma muy promisoria en
el caso brasileño, ninguno de los desarrollos legales recientes puede darse
por hecho.

El derecho urbano ha sido puesto en el lugar al que siempre pertene-
ció, esto es, en el centro del proceso político, y es la calidad de este pro-
ceso político-legal el que puede determinar la extensión en que se mate-
rializará efectivamente el “derecho a la ciudad”.

En realidad, en Brasil la creciente politización del derecho urbano ha
generado espacio para una mayor participación popular en defensa de los
intereses sociales y los derechos colectivos, pero por el mismo motivo la
promulgación y puesta en vigencia de nuevas leyes y programas urba-
nos se ha topado con una creciente resistencia de los intereses conserva-
dores y serios reveses han ocurrido.  Se han perdido importantes eleccio-
nes locales, programas pioneros se han discontinuado, se han realizado
desalojos a la fuerza en algunos casos y se han propuesto proyectos de
ley para modificar el Estatuto de la Ciudad.

En este contexto, la materialización de las posibilidades del nuevo
orden urbano-legal en la región dependerá de muchos factores socioeco-
nómicos e institucionales, nacionales y globales, pero sobre todo requeri-
rán una renovada movilización social en las zonas urbanas.  En el análisis
último, sin embargo, el futuro de la nueva ley dependerá fundamental-
mente de la amplia movilización de la sociedad brasileña, dentro fuera
del aparato estatal y fuera de él, para materializar el “derecho a la ciu-
dad” reclamado por LEFEBVRE hace ya tanto tiempo.

Como LEFEBVRE entendió plenamente, el “derecho a habitar” no pue-
de disociarse del “derecho a participar”, y solo en un ruedo político-le-

9 Véase, entre otros documentos, portal.unesco.org/shs/en/ev.php-URL.
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gal ampliado los términos de un nuevo contrato político de ciudadanía
social pueden diseñarse para los ciudadanos y las ciudades brasileños.
Hay allí una lección para las ciudades en otros lugares.
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